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especial	 indígena	 es	 autónoma	 respecto	 de	
la	 jurisdicción	 constitucional	 colombiana?,	
y	 ¿En	 qué	medida	 depende	 la	 garantía	 de	
protección	 de	 los	 derechos	 de	 los	 pueblos	
indígenas?,	para	cual	se	realiza	una	revisión	
bibliográfica	 sobre	 los	 aspectos	 teóricos	
relevantes	 para	 dar	 respuesta	 al	 problema	
objeto	de	estudio,	para	lo	cual	se	plantea	que	
los	mecanismos	de	conciliación	entre	una	y	





biana	 en	 la	 jurisdicción	 especial	 indígena	
respecto	de	 la	protección	de	 los	derechos	a	










Para	 el	 caso	 en	 particular	 se	 realizó	 una	
revisión	documental	a	fin	de	indagar	en	los	
diferentes	 textos	 editados,	 investigaciones	y	
de	manera	 especial	 en	 la	 jurisprudencia	 de	
las	autoridades	jurisdiccionales	en	cuestión.
3. contenido
3.1 Antecedentes históricos de la 
Constitución Política Colombiana 
de 1991 en materia de 
reconocimiento de los derechos de 
autonomía y libre determinación 




de	 1886	 “existió	 como	marco	 referencial	
jurídico	 institucional	 del	Estado	 colombia-
no	una	 constitución	 que	 caracterizaba	 a	 la	
nación	colombiana	como	una	asociación	de	
ciudadanos	que	poseían	una	identidad	común	






En	 vigencia	 de	 la	 Constitución	 de	 1886	
existía	la	Ley	80	de	1890	que	establecía	un	
sistema	 jurídico	 especial	 para	 los	 grupos	
denominados	 “salvajes	 reducidos	 a	 la	 vida	
civilizada”,	 quedando	 entonces	 los	 pueblos	
indígenas	 al	margen	de	 la	 legislación	existe	

















derechos,	 pero	 bajo	 el	 entendido	de	 sujeto	
colectivo	 particular	 y	 no	 como	 la	 simple	
sumatoria	de	individuos	pertenecientes	a	un	
mismo	grupo,	es	decir	 se	 trata	de	entender	
como	 categoría	 de	 sujeto	 de	 derecho	 al	
“pueblo”;	además	con	la	necesaria	aclaración	
de	comprenderlos	como	verdaderos	titulares	
de	 derechos	 fundamentales	 colectivos	 y	 de	
derechos	no	 fundamentales,	 o	 lo	 que	 es	 lo	
mismo,	 como	 titulares	 tanto	 de	 derechos	




































constitucional,	 como	 primer	 ejercicio	 del	
derecho	 a	 la	 autodeterminación	 (Sánchez	
Botero,	2007,	pág.	78).	
En	 la	 Asamblea	Nacional	 Constituyente,	
encontraron	 un	 importante	 escenario	 los	
movimientos	étnicos	colombianos,	los	cuales	
tuvieron	 dos	 representantes	 en	 la	 referida	
constituyente,	 porcentaje	 que	 a	 primera	
vista	pareciera	irrisorio,	pero	que	representó	
















los	 delegatarios	 de	 estas	minorías	 étnicas	
señalan	que	la	gran	causa	de	la	problemática	






tados	por	 los	 representantes	de	 los	pueblos	
indígenas,	 la	 Constitución	Colombiana,	
acorde	 con	 la	 “tendencia jurídica emergente 
en Latinoamérica, incluye el reconocimiento no 
solo de la validez del derecho indígena dentro 
del ordenamiento jurídico estatal sino también 
el reconocimiento de la competencia jurisdic-







las	 tierras	 de	 los	Resguardos	 Indígenas	 son	
inalienables,	imprescriptibles	e	inembargables	
y	 que	 son	 propiedad	 privada	 colectiva	 de	
las	 comunidades	 indígenas,	 a	 partir	 de	 los	
cuales	 se	puede	 vislumbrar	 la	 influencia	de	
los	 constituyentes	 indígenas	 en	materia	 de	














Al	 respecto,	 la	Corte	Constitucional	 en	 la	
Sentencia	citada	estableció	que	“las	entidades	





287	de	 la	Carta	 se	 añaden	 la	 prerrogativas	
específicas	en	materia	de	costumbres	de	go-
bierno,	lengua,	justicia	y	elecciones”.
El	Artículo	330	de	 la	Carta,	 a	 su	 vez	 esta-
blece	 que	 los	 territorios	 indígenas	 estarán	
compuestos	 por	 consejos	 conformados	 y	
reglamentados	 según	 los	usos	y	costumbres	
de	sus	comunidades.	Es	de	tener	en	cuenta	




indígena,	 el	 territorio	 está	 estrechamente	
ligado	al	desarrollo	de	la	vida	de	los	pueblos	
indígenas.
En	 consonancia	 con	 este	 reconocimiento	
territorial	 de	 los	 pueblos	 indígenas,	 en	































en	 la	 vida	 política	 del	 Estado,	 al	 crear	
una	 circunscripción	 política	 especial	 para	








ARTÍCULO	 246.	 Las	 autoridades	 de	 los	



















En	 este	 contexto	 jurídico, 	 la	 Carta	









y	normas	a	 la	Constitución	y	 la	 ley”	(Niño	
Cubillos,	2005).
Si	 bien,	 desde	 la	 promulgación	 de	 la	
Constitución	 Política	 de	 1991,	 no	 se	 ha	
expedido	 legislación	 específica	 que	 regule	
y	 de	 alcance	 a	 ese	 reconocimiento	 de	 la	
autonomía	jurisdiccional	indígena,	la	Corte	






para	buscar	 estrategias	de	 interacción	 entre	
el	sistema	judicial	nacional	y	la	jurisdicción	
indígena,	 ninguno	 ha	 prosperado,	 dada	 la	
falta	 de	 compromiso	 de	 nuestro	máximo	
órgano	legislativo.	
3.2 Protección internacional de los 
pueblos indígenas respecto de los 
derechos de autonomía y libre 
determinación







El reconocimiento en instrumentos jurídicos. 
Como	 resultado	 de	 la	Conferencia	 de	 las	
Naciones	 Unidas	 sobre	 la	Organización	
Internacional,	y	en	aras	de	defender	la	sobe-
ranía	de	los	Estados	después	de	las	dos	guerras	
mundiales,	 se	 creó	 la	 Carta	 de	Naciones	






















































afro	 descendientes,	 gitanos,	 entre	 otros).	A	
partir	de	la	Declaración	surge	coetáneamente	
la	 conciencia	 de	 los	 propios	 pueblos	 indí-
genas	como	dueños	y	 titulares	de	una	serie	
de	derechos	que	hasta	ahora	les	habían	sido	





























Es	 así,	 como	 posterior	 a	 la	 Resolución	
1514,	 se	adoptan	el	Pacto	 Internacional	de	
Derechos	Civiles	 y	 Políticos	 (PIDCP)	 y	 el	
Pacto	Internacional	de	Derechos	Económicos,	




pues	 si	 se	 toma	en	 cuenta	 lo	 estipulado	 en	
el	Artículo	27	del	mismo	Pacto	que	 señala	
que	 “En los Estados en que existan minorías 
étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a 
las personas que pertenezcan a dichas minorías 
el derecho que les corresponde, en común con 
los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural, a profesar y practicar 








samente	 relacionados	 con	 la	 vida	 cultural,	
religiosa	y	lingüística.
Para	 clarificar	 la	 cuestión,	 es	 decir,	 para	
resaltar	 la	 lamentable	 exclusión	de	 los	pue-
blos	 indígenas	 respecto	del	 reconocimiento	
realizado	en	el	Artículo	1	del	PIDCP,	se	debe	










a	 los	 pueblos,	 que	 se	 rige	 por	 disposiciones	
separadas	del	Pacto	(parte	I).	La	libre	deter-
minación	no	 es	un	derecho	 reconocido	 con	
arreglo	al	Protocolo	Facultativo.	Por	otra	parte,	







5.2	El	Artículo	 27	 reconoce	 derechos	 a	 las	
personas	 pertenecientes	 a	 las	minorías	 que	
“existan”	 en	 un	 determinado	Estado	Parte.	
Habida	 cuenta	de	 la	naturaleza	 y	 el	 alcance	
de	los	derechos	reconocidos	en	virtud	de	este	
artículo,	no	procede	determinar	el	grado	de	
permanencia	 que	 supone	 la	 expresión	 “que	

































miembros	 de	 su	 grupo,	 a	 tener	 su	 propia	



















Lo	 anterior	 significa,	 que	 conforme	 al	
PIDCP	y	al	PIDESC,	se	hace	énfasis	en	que	




fueron	 tratadas	 desde	 la	 Subcomisión	 de	
Prevención	de	Discriminaciones	y	Protección	
a	 las	Minorías1,	 creada	por	 la	Comisión	de	
Derechos	Humanos	 en	 1947	 y	 posterior-
mente	con	la	creación	del	Grupo	de	Trabajo	






los	 Pueblos	 Indígenas,	 que	 fue	 presentado	




Humanos2	 y	 posteriormente	 a	 la	Asamblea	
1	 Posteriormente	 tomó	 el	 nombre	 de	 Subcomisión	






General	 de	Naciones	Unidas,	 que	 tras	 un	
proceso	de	discusiones	adoptó	finalmente	el	








(Art. 1), libre	 determinación,	 autonomía	 y	
autogobierno	(Art. 3 y 4), derecho	a	conservar	
y	reforzar	sus	propias	instituciones	políticas,	
jurídicas,	 económicas,	 sociales	 y	 culturales	
(Art. 5) 
Es	evidente	que	 la	declaración	da	un	paso	
muy	 importante	 en	materia	 de	 recono-
cimiento	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 como	
verdaderos	 sujetos	 de	 derecho,	 individual	
y	 colectivamente	 titulares	 de	 derechos	
humanos	 (civiles,	 políticos,	 económicos,	
sociales,	culturales,	de	solidaridad,	etc.),	lo	
cual	 implica,	 que	 a	 partir	 de	 la	 adopción	
de	 este	 instrumento	 jurídico	 internacional	
debe	interpretarse	el	término	pueblo	no	sólo	







la	 discriminación	 hacia	 las	minorías	 sino	
incluso	el	PIDCP	y	el	PIDESC.	

















































Producto	 de	 la	 lucha	 indígena	 interna-
cional,	 en	 la	OEA	 también	 se	 propuso	 la	
elaboración	de	un	Proyecto	de	Declaración	
Americana	sobre	los	Derechos	de	los	Pueblos	





Este	 instrumento	 pretende	 reconocer	 a	
los	 indígenas,	 tanto	 individual	 como	 co-
lectivamente	 considerados,	 como	 titulares	
de	 todos	 los	 derechos	 humanos	 recono-
cidos	 en	 los	 diferentes	 documentos	 del	




En	 lo	 que	 respecta	 específicamente	 al	
reconocimiento	de	 la	autonomía	y	 la	 libre	
determinación	de	los	pueblos,	como	funda-
mentos	para	 la	existencia	de	 jurisdicciones	





Por	 su	parte,	 es	de	 resaltar	 la	 labor	que	 la	
Organización	Internacional	del	Trabajo,	ha	
realizado	 de	manera	 general	 en	 pro	 de	 la	
protección	 de	 los	 derechos	 de	 los	 pueblos	
indígenas,	en	especial	a	través	del	Convenio 
169 de 1989 sobre los pueblos indígenas y tri-
bales en países independientes (Organización	
Internacional	del	Trabajo,	OIT,	1996).
Este	 Convenio	 tiene	 su	 antecedente	 in-
mediato	 en	 el	Convenio	107	de	 la	misma	
Organización,	considerado	como	instrumen-
to	de	integración	de	los	pueblos	al	sistema	
mayoritario,	más	 que	 como	 instrumento	
garantista	de	la	diversidad	cultural	(Gómez	
del	Prado,	2002).
La	OIT	 tenía	 como	 principio	 rector	 la	








El reconocimiento en la jurisprudencia del 
Sistema Interamericano. A	 través	 de	 casos	
específicos,	tanto	la	Comisión	como	la	Corte	
Interamericana	 de	 Derechos	Humanos,	
han	 tenido	 la	 oportunidad	 de	 referirse	 a	
los	 pueblos	 indígenas	 y	 al	 estado	 de	 sus	
derechos.	Tradicionalmente	en	los	sistemas	
internacionales	de	derechos	humanos	se	ha	
reconocido	 a	 los	 colectivos	 poblacionales,	




implica,	 de	manera	 especial	 en	 términos	
de	 justiciabilidad,	es	decir	que	 los	pueblos	





pronunciamientos	 como:	Caso Guahibo 
vs. Colombia,	el	cual	si	bien	fue	archivado,	
se	 resalta	 el	 reconocer	 la	 capacidad	 de	 los	
pueblos	 indígenas	 para	 acudir	 ante	 el	 sis-
tema	 a	 través	 del	mecanismo	de	denuncias	







tivos	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 con	 especial	
referencia	 a	 los	 conceptos	 de	 autonomía	 y	









































3.3 Autonomía y Libre 
determinación de los pueblos: 
monismo vs pluralismo cultural 
y jurídico
En	materia	de	reconocimiento	de	los	derechos	
de	 autonomía	 jurisdiccional	de	 los	pueblos	
indígenas	encontramos	dos	posiciones	básicas	
a	saber:	el	monismo	jurídico	y	el	pluralismo	





responde	 al	 reconocimiento	 efectivo	 de	 la	
diversidad	cultural,	y	para	el	caso	en	cuestión,	
y	étnica	en	donde	se	propende	por	el	respeto	






Monismo jurídico: integracionismo cultural. 
Para	 quienes	 consideran	 que	 no	 se	 debe	
permitir	 la	 coexistencia	 de	 la	 jurisdicción	









Conforme	 a	 ellos,	 “la	 concepción	monista	








En	 este	 orden	 de	 ideas,	 la	 visión	monista	
del	 derecho	 es	 la	 aplicación	 exegética	de	 la	






del	 derecho	 escrito.	 En	 este	 concepto	 de	
Estado	 –	Derecho,	 subyace	 el	 de	Nación,	
que	 corresponde	 a	 esa	 definición	 arraigada	
de	un	solo	pueblo,	una	comunidad	de	raza,	





Bajo	 el	 criterio	 de	 ese	 concepto	de	 unidad	
nacional,	es	que	desde	el	monismo	jurídico,	
se	habla	también	del	integracionismo cultural,	
que	 tiene	 su	 origen	 en	 la	 época	 de	 la	 con-
quista,	 a	 través	de	políticas	de	 segregación,	
asimilación	e	integración	cultural,	que	pese	a	
reconocer	presuntos	derechos	de	los	grupos	































































complejidad	 permite	 la	 coexistencia	 de	
submundos	y/o	 subculturas;	 e)	Pluralismo	
en	períodos	de	transición”	(Palacio,	1993).
Si	 bien	 en	un	Estado	 como	 el	 colombiano	
puede	 aplicarse	 cualquiera	 de	 las	 vertientes	
propuestas	 por	Palacio,	 lo	 cierto	 es	 para	 el	
caso	 que	 aquí	 se	 reflexiona,	 interesa	 el	 lla-
mado	“pluralismo en sociedades con presencia 





más	 allá	 de	 simple	 reconocimiento	 formal	








La	 aceptación	 del	 pluralismo	 jurídico	
dentro	 de	 un	 sistema	 jurídico,	 conlleva	
implícitamente	 el	 reconocimiento	 del	
p lur icul tura l i smo	 como	 superac ión	
multiculturalismo,	 como	 quiere	 que	 éste	
último	 -	 en	 palabras	 de	Turner:	 “suele	
convertirse	 en	 una	 forma	 de	 identidad	
política	 que	 el	 concepto	 cultura	 se	 funde	
con	el	de	identidad	étnica.	Desde	el	punto	
de	vista	antropológico	este	movimiento,	al	






entidades	 separadas	 por	 hacer	 demasiado	
hincapié	en	la	homogeneidad	interna	de	las	





















En	 el	 pluralismo	 jurídico,	 que	 reconoce	
verdaderamente	 el	 pluralismo	 cultural,	 se	














que	 se	 podía	 estar	 ejerciendo	 arbitraria	 e	
injustamente”	(Sánchez	Botero	&	Jaramillo	







































La	 inclusión	 de	 las	minorías	 étnicas	 en	 el	
pluralismo	jurídico	responde	a	la	visión	de	
la	diversidad	latinoamericana	y	la	construc-
ción	 de	 la	 democracia	 en	 el	marco	 de	 los	
procesos	 de	 globalización,	 en	 los	 que	 las	
identidades	culturales	“no	pueden	pensarse	
como	 un	 conjunto	 de	 sellos	 distintivos	
marcados	 indeleblemente	 en	 la	piel	 de	 los	


















3.4 La jurisdicción constitucional y 
la jurisdicción especial indígena: 
revisión jurisprudencial 
La jurisdicción especial indígena, para	 los	




Pronunciamiento del  Pueblo  Iku 
(Arhuaco) (6 de marzo de 1998):	 re-
ferente	 a	 la	 introducción	 de	 religiones	 e	
ideas	 foráneas,	 rechazando	 de	 este	modo	
que	bajo	el	amparo	de	la	libertad de cultos,	
se	 buscase	 la	 introducción	 de	 religiones	 y	
creencias	ajenas	a	su	cultura,	lo	cual acorde	





conocimiento	 tradicional,	 la	 Ley	 Propia	 o	
el	Derecho	Mayor	que	proviene	de	las	leyes	




los	miembros	 de	 la	 comunidad.	 (Vásquez	
Luna,	Jimeno	Santoyo,	&	Correa	C.,	1998,	
págs.	695-701)	
Pronunciamiento de la Unidad Indígena 
del Pueblo Awá (UNIPA) (1998):	en	el	que	






























donde	 inspectores,	 corregidores	 y	 alcaldes	


































Sobre	 las	muertes	 que	 estamos	 pensando…









tiempos	 van	 a	 estar	 detenidos	 y	 cómo	 va	 a	






La jurisdicción constitucional. Se	encuentran	






La sentencia T – 254/1994, en	 la	 que	 la	
Corte	conoce	de	un	caso	de	violación	de	los	
derechos	fundamentales	constitucionales	al	
debido proceso, el trabajo, la honra, el buen 
nombre, la vida, la prohibición de penas de 




que	 existen	 unas	 reglas	mínimas	 de	 inter-
pretación	para	aquellos	eventos	de	conflicto	
entre	órdenes	jurídicos	diferentes:
	“7.1. A mayor conservación de sus usos y 
costumbres, mayor autonomía”, “7.2. Los 
derechos fundamentales constitucionales 
constituyen el mínimo obligatorio de con-
vivencia para todos los particulares”, “7.3. 
Las normas legales imperativas (de orden 
público) de la República priman sobre 
los usos y costumbres de las comunidades 
indígenas, siempre y cuando protejan 
directamente un valor constitucional su-
perior al principio de diversidad étnica 




“8.	 El	 ejercicio	 de	 la	 jurisdicción	 indígena	
no	está	condicionada	a	la	expedición	de	una	




























autónomo	de	 la	 jurisdicción	 especial	 indí-
gena.	 (Corte	Constitucional	M.P.	Eduardo	
Cifuentes	Muñoz,	1994).
Sentencia T – 349/1996, caso	en	el	que	un	











las	 autoridades	 tradicionales	 desconocieron	

































hace	 especial	 referencia	 al	 tema	de	 la	 juris-






comunidades	 indígenas	 y,	 por	 lo	 tanto,	 la	
de	 la	minimización	de	 las	 restricciones	a	 las	
indispensables	para	salvaguardar	intereses	de	






las	 siguientes	 condiciones:	 que	 se	 trate	 de	






Conforme	 al	 anterior	 criterio	 de	 la	Corte	
Constitucional	 es	 importante	 entender	que	
la	 conservación	 cultural	 étnica	 (diversidad	
étnica),	es	directamente	proporcional	al	grado	
de	autonomía	que	tenga	la	comunidad	y	que	
tan	 sólo	 en	 casos	 de	 extrema	necesidad	de	
protección	de	principios	y	valores	constitu-
cionales	supremos	se	requiere	la	intervención	
de	 autoridades	 ajenas	 a	 sus	 institucionales	
tradicionales.







indígenas	 a	 ejercer	 sus	 propias	 funciones	
jurisdiccionales.	(Corte	Constitucional	M.P.	
Carlos	Gaviria	Díaz,	1996).
En	este	caso	en	particular,	 la	Corte	 tuvo	 la	
oportunidad	de	hacer	algunas	precisiones,	así:









un	 aborigen	 en	 una	 conducta	 reprochable,	
la	 jurisdicción	 indígena	 es	 competente	 para	
conocer	 del	 hecho.	El	 fuero	 indígena	 tiene	









comunidad	pueda	 juzgar	 las	 conductas	 que	
tengan	ocurrencia	dentro	de	su	territorio,	de	
acuerdo	con	sus	propias	normas.	La	solución	
puede	 variar	 si	 la	 acción	 típica	 es	 cometida	







llamadas	 a	 ejercer	 la	 función	 jurisdiccional;	
pero	 en	 el	 segundo,	 el	 juez	puede	 enfrentar	
múltiples	 situaciones	no	 solucionables	 razo-




ciones	 indígenas	 esté	 condicionada	 a	 que	
“hayan	 ocurrido	 los	 hechos	 dentro	 de	 su	













especial	 indígena	no	 sólo	 se	 debe	 tener	 en	



































especial	 cuidado	 de	 otra	 serie	 de	 factores	
y	 elementos	 –	 conforme	 el	 apartado	 antes	
transcrito	–,	puede	llevar	a	la	conclusión	que	












Fallo	 de	 conflicto	 positivo	 de	 competencia	
entre	 la	 jurisdicción	 ordinaria	 representada	
por	 el	 Juzgado	Segundo	Penal	del	Circuito	








embera	 chamí,	 de	 los	Niaza)	 contra	 otro	
miembro	de	la	misma	comunidad,	caso	que	





tanto	 el	 factor	 personal	 como	 el	 territorial	














implícita	 de	 una	 teoría	 integracionista.	
(Vásquez	Luna,	 Jimeno	Santoyo,	&	Correa	
C.,	1998,	págs.	667-685)
En	 este	 orden	 de	 ideas,	 y	 luego	 de	 hacer	
referencia	a	algunos	de	los	casos	más	repre-
sentativos	respecto	de	la	autonomía	y	la	libre	








de	 acción	 para	 ambas	 jurisdicciones	 en	 el	
ordenamiento	 jurídico	 colombiano,	 y	 que	
dado	 ese	 reconocimiento	 constitucional	
especial,	 se	da	 aplicación	 al	principio	de	 la	
independencia	 judicial,	pero	 con	el	 respeto	
debido	por	los	derechos	y	principios	consti-
tucionales	 fundamentales,	 los	 cuales,	 como	
se	ha	mencionado	líneas	atrás,	son	producto	
del	 consenso	 de	 los	 diferentes	 actores	 que	
participación	en	ese	proceso	constitucional.	
(Constituyente	primario).
3.5 La incidencia recíproca entre la 
jurisdicción constitucional y la 
jurisdicción especial indígena 
frente a los derechos de autonomía 
y libre determinación de los 
pueblos indígenas
De la jurisdicción indígena a la jurisdicción 
constitucional: diversidad, identidad y cosmovi-
sión étnica. Acorde	con	la	revisión	efectuada,	
la	 jurisdicción	 constitucional	 ha	 entendido	
que	para	hablar	de	autonomía	jurisdiccional	
indígena,	 se	debe	hacer	necesaria	referencia	





































donde	 se	 resalta	 de	manera	 particular	 que	
para	hablar	de	etnicidad	no	sólo	se	requiere	
la	circunstancia	de	hecho	de	pertenecer	a	un	
grupo	 con	 unas	 características	 particulares	
respecto	del	resto	de	la	población,	sino	que	









etnocidio,	 no	 sólo	 a	 cargo	 de	 los	 estados	
conquistadores	 de	 los	 pueblos	 indígenas	
americanos,	 sino	 a	 partir	 de	 los	 procesos	



























3. El principio de complementariedad. Este	
principio	nos	explica	más	claramente	los	dos	
principios	anteriores.	Como	ya	sabemos,	para	








A	 partir	 de	 estos	 principios,	 un	 sistema	
jurídico	 pluralista	 ha	 de	 responder	 a	 una	
cosmovisión	 del	 concepto,	 que	 hace	 refe-
rencia	a	esa	“apreciación	o	vivencia	integral	











de	 la	 jurisdicción	 especial	 indígena	 implica	
que	el	Estado	colombiano	es	 respetuoso	de	
la	 diversidad	 étnica	 del	 Artículo	 7°	 cons-
















A	 nivel	 de	 la	 doctrina	 internacional	 se	













































en	 primer	 lugar,	 y	 subsidiariamente	 por	 la	
Constitucional	(Breton,	1981).
De la jurisdicción constitucional a la jurisdicción 
indígena: el respeto por los valores, principios y 





la	 actividad	 de	 las	 jurisdicciones	 especiales	
en	Colombia.
Esta	 posición	 es	 la	 que	 se	 ha	 adoptado	 en	
diferentes	 latitudes	 del	mundo	 atendiendo	
a	 las	 funciones	 que	 deben	 cumplir	 los	 de-
rechos	 fundamentales	 en	 un	Estado	 Social	
de	Derecho	 en	 cuanto	 límite	 y	 criterio	 de	
interpretación,	 producción	 y	 aplicación	 de	
normas	dentro	de	un	ordenamiento	jurídico	
(Peces-Barba	Martínez,	1999,	pág.	416).
Los	 derechos	 fundamentales,	 han	de	 servir	
como	 garantes	 del	 respeto	 por	 la	 dignidad	
humana,	pero	atendiendo	siempre	a	la	visión	





La	 determinación	de	 los	 derechos	 que	han	





















de	 reconocimiento	 de	 los	 derechos	 de	 los	
pueblos	 indígenas,	 en	 especial	 al	 tener	 en	
cuenta	 la	 lucha	 histórica	 del	movimiento	
indígena	 en	materia	 de	 reivindicación	 de	
la	 reivindicación	 de	 su	 autonomía	 y	 libre	
determinación,	que	a	través	de	de	la	Asamblea	








de	 la	 diversidad	 étnica,	 estableciendo	 para	
ello	una	 jurisdicción	especial	 indígena,	que	
de	 conformidad	 con	 la	 interpretación	 que	
se	 hace	 del	Artículo	 246	 constitucional,	 el	












fundamentales,	 respecto	 de	 los	 cuales	 las	
autoridades	indígenas	deben	respeto	especial.
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